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1 gobierno manifiesta su adhesión ideológica al antiguo 

allendismo no solo en suinvocación, sino en la imitación de 
las conductas más radicales y dañinas que caracterizaron a 

ese régimen. Partieron por el intento de destruir las institu- 
ciones de la República en la Convención Constitucional, de 

la que el país se libró con un apabullante rechazo. La gestión políti- 
ca del boricismo siguió adelante y ya que no pudieron reformar la Cons- 
titución, la incumplen. Solo tres ejemplos lo demuestran. En primer 
lugar, el vínculo y sumisión al Partido Comunista, cuya vocación re- 
volucionaria e inconstitucional se reveló en la violencia octubrista de 
2019. Luego, en la obstrucción sistemática de las inversiones por los 

servicios encargados de revisar y otorgar los permisos para la puesta 
en marcha y funcionamiento de industrias y emprendimientos, lide- 
rados por grupos ultramedioambientalistas, que vulneran el derecho 
a desarrollar actividades económicas lícitas. Y, finalmente, el rasgo de 

mayor gravedad está constituido por el incumplimiento de las senten- 
cias de desalojo dictadas por nuestros tribunales de justicia. En el go- 
bierno de Allende, los fallos quedaban sin cumplir. En el actual ocu- 
rre lo mismo. Aquí nos detendremos. 

En las tomas de terrenos privados, el desapego a la Constitución y 

a las garantías que esta establece es alarmante. Queda despreciado el 
derecho de propiedad, la igualdad ante la ley, el derecho a un debido 
proceso y la obligatoriedad de cumplir lo ordenado por la justicia, la 
no discriminación arbitraria en materia económica que debe dar el 

Estado y sus organismos, y el derecho a usar, gozar y disponer de sus 
bienes. Todas son letra muerta cuando se trata de avalar las usurpa- 
ciones y desacatar lo resuelto en repetidas sentencias. El Minvu, en 
un catastro de 2024, reveló un aumento de más de 30% de terrenos 

tomados desde que se inició el gobierno de Boric, tanto en La Región 
Metropolitana como en Valparaíso, Biobío y Antofagasta. En la ma- 
yoría de ellas se alojan inmigrantes irregulares y crimen organizado. 
La información oficial indica que actualmente existen 130 mil per- 

sonas que habitan 1.432 campamentos. Al interior de estos lugares se 
han cometido crímenes abominables como la tortura y asesinato del 
teniente venezolano Ronald Ojeda. En la toma de San Antonio, está 
acreditado que se trata de una verdadera urbanización, con calles y 
topografía, organización logística y comodidades, lo que muestra que 
existen inversionistas desconocidos que pusieron capital, desarrolla- 
dores de proyectos urbanísticos, maquinaria, empleados y obreros, 
sitios perfectamente demarcados y negocios inmobiliarios con escri- 

turas y falsas inscripciones de dominio. Así actúa el crimen organi- 
zado. Pero, el ministro Montes ha calificado el problema de los desa- 
lojos, “ante nada, como humanitario”. De este modo, el fallo ordenan- 
do el desalojo no se cumple y el señor ministro, aunque el olor a pólvora 

de esos campamentos llegue hasta sus oficinas, vulnera la Constitu- 
ción en perjuicio de la sociedad. 
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| súper ciclo electoral en Chile tendrá su punto culminante 
este año con la elección presidencial y parlamentaria. El 30 
de abril vence el plazo para declararlas candidaturas que com- 

petirán en primarias y cabe esperar que el debate se endurez- 
ca a medida que se acerque la fecha de la votación ciudada- 

na el 16 de noviembre. 
La discusión política en democracia es esencial y necesaria, pero cabe 

advertir sobre un fenómeno global creciente que no podemos norma- 
lizar ni minimizar: la violencia digital que se concentra desproporcio- 
nadamente en las mujeres que compiten por un cargo -en las parla- 
mentarias de 2021, ellas representaron 644 de 1.429 candidaturas- y fren- 

te a la que debemos estar alertas y conscientes. 
Vivimos en un mundo hiperconectado, donde las plataformas digi- 

tales se han convertido en espacios de debate, expresión y construc- 
ción de la opinión pública y también en escenarios de ataques siste- 

máticos. El reciente informe Violencia política de género en la esfera 
digitalen América Latina (Ríos, 2024), analiza cómo el acoso, las ame- 
nazas, la desinformación y la difusión no consentida de imágenes ín- 
timas impactan la vida política de las mujeres, con efectos devastado- 
res en su bienestar emocional y profesional. También advierte que los 

marcos legales no han evolucionado al ritmo de las nuevas tecnologías 
y este vacío normativo deja a la violencia digital en un terreno gris, fo- 
mentando la impunidad y la desprotección. 

La politóloga estadounidense Mona Lena Krook ha puesto el foco en 

la violencia semiótica, definiéndola como el lenguaje, las imágenes y 

las representaciones culturales que refuerzan la discriminación con- 
tra las mujeres en la política. Desde el uso de memes denigrantes has- 
ta narrativas que minimizan su capacidad para liderar, esta forma de 

violencia contribuye a perpetuar estereotipos de género y deslegitimar 
la participación femenina en la toma de decisiones. Así, las mujeres po- 
líticas no solo enfrentan legítimas críticas sobre su gestión, sino ata- 
ques centrados en su apariencia física, su vida personal y su supuesta 

“falta de racionalidad” para liderar. Ello está debilitado la representa- 
ción femenina en espacios de poder. 

Dejar de normalizar y minimizar la violencia digital es un reto gran- 
de. Las candidaturas que veremos este año en carrera son las que pri- 
mero deben dar el ejemplo. Pero más allá de campañas políticas, para 
enfrentar este fenómeno es fundamental un enfoque integral, que 
abarque desde la legislación hasta la educación escolar. Por lo mismo, 
esperamos que se propongan al país propuestas robustas para fortale- 

cer marcos normativos, exigir mayor responsabilidad a las plataformas 
digitales, capacitar a jueces, fiscales y policías en violencia digital y un 
fomento decidido a la educación en igualdad de género y el uso res- 
ponsable de las tecnologías desde la niñez. Si queremos construir de- 

mocracias más justas einclusivas, debemos trabajar para garantizar un 
espacio digital seguro para todas las personas. 

  

ESPACIO ABIERTO 

La revalorización 
del crecimiento 

Rafael Sousa 
Profesor Facultad de 
Comunicación y 
Letras UDP, socio ICC 
Crisis 

  

Igunos fenómenos están tan presen- 
tesen nuestras vidas que se nos ha- 
cen transparentes, llevándonos a 
confundir lo natural con la obra 

humana, el producto del trabajo o 
desus acuerdos. Esto es lo que ha sucedidocon 
el crecimiento económico en la opinión públi- 
ca. Muchos han llegado a creer que es el curso 
normal de las cosas, que salvo por notorias 
anomalías, como las grandes crisis, el creci- 
miento es un hecho de la realidad. Por años de- 
jamos de ver las muchas decisiones que lo ha- 

cen posible, su fragilidad, su condición de 
efecto derivado de algunas grandes causas y 
otras miles de pequeñas. Así, se ha cruzado 
largamente el límite entre regularlo -definir 
reglas para que su contribución sea amplia y 
sus daños sean menores- y estrangularlo. 
Pero como todo atributo se aprecia en ausen- 

cia (más allá del sorprendente Imacec de di- 
ciembre) laidea de crecimiento está en un pro- 
ceso de revalorización. 

El crecimiento tiene la particularidad de ser, 
ala vez, una de las principales virtudes y una 
delasideas más castigadas de la economía. Se 
la invoca con facilidad cuando escasea y se la 
hace objeto de los mayores cuestionamientos 

y exigencias cuando abunda. Estos han sido 
razonables en algunos casos, en la medida que 
sus efectos específicos o generales se han ale- 
jado de los criterios mínimos de sostenibili- 

dad. También son atendibles las aspiraciones 
que genera, la discusión sobre cuánto es jus- 
to que se lleve cada parte que participa en la 
creación de valor o que la permite. Pero en los 
últimos diez años, los cuestionamientos a 
esta idea han sido nocivos. Como si los con- 
ceptos de crecimiento y culpa debieran vivir 
atados, no solo se criticaron sus efectos y su 

justicia, sino su propia necesidad. Hoy paga- 
mos las consecuencias. 

Buena parte del péndulo electoral del que 
hemos sido testigos en los últimos diez años 
podría explicarse por la alternancia de las 
mayorías entre una prioridad por el creci- 
miento y una por la redistribución. En este 
sentido, lo que vemos hoy es que el discurso 
asociado al crecimiento económico ha deja- 

do de ser políticamente incorrecto, lo que es 
un gran avance. Pero no se puede perder de 
vista que esto responde tanto al contexto de 
estancamiento como al fracaso de varias fór- 
mulas redistributivas quese han ensayado. En 
anteriores ciclos de opinión pública favorables 
al crecimiento, sus defensores han tendido a 
disfrutar el momento más que a expandir la 

idea más allá de sus apóstoles. La derecha, evi- 
dentemente la mejor posicionada para capi- 
talizar este ciclo, debiera tomarse esto en se- 
rio, lo que implica no sobre interpretar el 

contexto, entender que nada indica que este- 
mos asistiendo a un cambio cultural respec- 
to de las actitudes públicas hacia el crecimien- 
to. Solo se ha abierto una oportunidad para ha- 
cer de este atributo una demanda más 
perdurable en más personas, de que más ciu- 
dadanos se convenzan de que los beneficios 
sociales que pueda ofrecer una ley son solo 

tinta en el papel cuando no es posible pagar 
la cuenta. 
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